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Presunción de inocencia, prueba pericial, allanamiento y prueba ilícita 
Sumilla. 1. La garantía de presunción de inocencia, entendida como regla de 
prueba, exige como dos de sus elementos que integran su contenido 
constitucionalmente garantizado –entre otros elementos debidamente     
reconocidos–, primero, que la declaración de culpabilidad se sustente en verdadera 
prueba –prueba es lo que la ley dice que es prueba–; y, segundo, que en la 
actividad de obtención de la fuente de prueba y/o actuación del medio de prueba 
no se incurra en una ilicitud relevante sin las debidas garantías procesales                         
–inutilización de la prueba ilícita–. 2. La valoración judicial debe realizarse sobre 
el íntegro de lo ocupado por la policía y, sin perjuicio de efectuarse un examen 
individual, debe formularse un examen conjunto de la prueba pericial y de las 
demás pruebas –personales y documentadas– Consta en autos un dictamen pericial 
en forma, que da cuenta de parte lo ocupado y que corresponde a pasta básica de 
cocaína y, además, de bienes que denotan una actividad asociada a la 
comercialización de droga. Un perito designado por la institución policial, se 
presentó al juicio oral y se sometió a contradicción, ratificando en especial el 
contenido del análisis de descarte y pesaje de droga. 3. Puede haber un concepto 
estricto de flagrancia delictiva, como uno extensivo que comprende la cuasi 
flagrancia y la flagrancia ficta. El artículo 259 del Código Procesal Penal tiene una 
definición legal o auténtica de flagrante delito, en la que comprende estos tres 
supuestos, aunque en los últimos supuestos (apartados 3 y 4) su delimitación es en 
extremo flexible o amplio. A los efectos de la diligencia de allanamiento y 
registro, atento al derecho fundamental en debate: inviolabilidad de domicilio, 
solo es posible concebirla en los casos de flagrancia estricta y de cuasi flagrancia, 
asociada esta última al momento en que se persigue al imputado sin solución de 
continuidad y se advierte su presencia en el predio donde estaba o de donde salía 
tras su fuga. 4. Según los hechos declarados probados, la policía observó la 
presencia del imputado con motivo de un presunto pase de drogas, quien al 
percatarse de la intervención policial se dio a la fuga. Éste se encontraba en la reja 
de acceso del inmueble allanado, en el piso se encontraron cigarrillos usados que 
contenían cocaína básica –signo inequívoco, en esas circunstancias, de una 
actividad vinculada a las drogas–, y huyó subiéndose a los techos de ese inmueble 
y de otros contiguos. Luego, es patente que se dio una situación de flagrancia 
delictiva estricta, pues el reo estaba en el patio del predio cuestionado, de donde 
huyó. 

 
 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN – 
 

Lima, once de setiembre de dos mil diecinueve 
  
 VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación 
por inobservancia de precepto constitucional interpuesto por el abogado del 
encausado MARCO ANTONIO OLANO POLO contra la sentencia de vista de fojas 
ciento sesenta y ocho, de veintiocho de marzo de dos mil dieciocho, que 
confirmando la sentencia de primera instancia de fojas cuarenta y dos, de doce 
de enero de dos mil dieciocho, lo condenó como autor del delito de tráfico 
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ilícito de drogas con agravantes en agravio del Estado a quince años de pena 
privativa de libertad, ciento ochenta días multa e inhabilitación por seis años, 
así como al pago de cuatro mil soles por concepto de reparación civil; con lo 
demás que al respecto contiene. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
 

FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que el señor Fiscal Adjunto Provincial de la Fiscalía Especializada 
en Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas –sede Chiclayo–, culminada la 
investigación preparatoria, mediante requisitoria de fojas una, de veintiséis de 
junio de dos mil diecisiete, formuló acusación contra MARCO ANTONIO OLANO 

POLO como autor del delito de tráfico ilícito drogas en agravio del Estado. El 
Juzgado de Investigación Preparatoria, culminada la etapa intermedia, dictó el 
auto de enjuiciamiento de veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete.  
∞ El Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial de Chiclayo y Ferreñafe por 
auto de fojas veintidós, de veintitrés de octubre de dos mil diecisiete, citó al 
juicio oral correspondiente.                            
∞ El citado Juzgado Penal Colegiado, tras el juicio oral, público y 
contradictorio, con fecha doce de enero de dos mil dieciocho, dictó la 
respectiva sentencia de primera instancia, por la que condenó a Olano Polo 
como autor del delito de tráfico ilícito de drogas con agravantes (artículo 296 y 
297, primer párrafo, ordinal 4, del Código Penal, modificado por Decreto 
Legislativo 1237, de 26 septiembre 2015) en agravio del Estado a quince años 
de pena privativa de libertad, ciento ochenta días multa e inhabilitación por 
seis años, así como al pago de cuatro mil soles por concepto de reparación 
civil.  
 
SEGUNDO. Que interpuesto recurso de apelación por la defensa del encausado 
Olano Polo [fojas noventa y dos, de diecinueve de enero de dos mil dieciocho], 
la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Lambayeque, previo 
cumplimiento del procedimiento impugnativo, emitió la sentencia de vista de 
fojas ciento sesenta y nueve, de veintiocho de marzo de dos mil dieciocho, que 
confirmó la sentencia de primera instancia de fojas cuarenta y dos, de doce de 
enero dos mil dieciocho. 

 
TERCERO. Que los hechos declarados probados son los siguientes: 

A. Ante Notas de Inteligencia e Informaciones Confidenciales la Policía 
Nacional decidió la realización de la pertinente operación de interdicción 
de tráfico ilícito de drogas. Es así que el día veintidós de abril de dos mil 
dieciséis, como a las diecinueve horas con cuarenta minutos, en 
circunstancias que el personal policial transitaba por el Pueblo Joven 
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Elías Aguirre – Chiclayo advirtió una actividad de venta de droga, la 
misma que era realizada por el encausado Olano Polo, quien se 
encontraba con otro sujeto en la reja de acceso del inmueble, ubicado en 
la manzana A, lote diecisiete, del Pueblo Joven Elías Aguirre – Chiclayo. 
Este último, no identificado, se encontraba en la parte exterior del mismo 
a bordo de una motocicleta. Ambos, al percatarse de la presencia policial, 
emprendieron la huida.  

B. El segundo sujeto era de contextura delgada, de aproximadamente un 
metro con setenta centímetros, y vestía un polo color blanco y un 
pantalón jean color azul, quien al notar la presencia policial huyó a bordo 
de una moto lineal color negro, a quien no se pudo capturar. Sin 
embargo, cuando el personal policial fue tras él, notó en el frontis de la 
vivienda antes mencionada, en el espacio que encierra la reja protectora 
de fierro color negro, cuatro cigarrillos marca “Caribe” armados tipo 
pitillo, que contenían pasta básica de cocaína. Asimismo, los policías se 
percataron de la presencia del encausado Olano Polo, alias “Choyo” –a 
quien, ciertamente, pudieron identificar–, el mismo que raudamente subía 
las escaleras del predio con dirección a los pisos superiores y que luego 
corría por los techos. Dicho encausado logró escapar, pero recién con 
fecha diecinueve de junio de dos mil diecisiete –cerca de un año 
después– fue capturado y puesto a disposición judicial.  

C. La Policía al realizar la diligencia de entrada (allanamiento) y registro) 
del inmueble en cuestión, hallaron (i) en el pasadizo, sobre el piso, dos 
hojas de papel periódico que contenía encima pasta básica de cocaína, 
con un peso de ciento cuarenta y siete punto seiscientos treinta y siete 
gramos. Además, (ii) en el dormitorio del segundo piso se descubrieron 
tres bolsas de polietileno transparente que contenían doscientos cincuenta 
y un envoltorios de papel bond blanco tipo kete, de  pasta básica de 
cocaína, con un peso de cincuenta y tres punto doscientos treinta y nueve 
gramos, y una bolsa de polietileno rosada anudada a uno de los extremos 
con pasta básica de cocaína con un peso de veintiséis punto seiscientos 
veintiséis gramos. Igualmente, (iii) en el primer nivel del antes señalado 
domicilio, en la sala comedor, se encontró una balanza de cinco kilos 
color naranja; y, (iv) en el segundo piso, se descubrió un taper que en su 
interior existían setenta y cuatro monedas de un nuevo sol, diecinueve 
monedas de cincuenta céntimos, un billete de veinte soles; todos los 
cuales, al ser sometidos al examen de adherencia, arrojó como resultado 
positivo para cocaína.    
 

CUARTO . Que la defensa del encausado Olano Polo en su recurso de casación 
de fojas ciento ochenta y cuatro, de doce de abril de dos mil dieciocho, invocó 
como motivos de casación: inobservancia de precepto constitucional y 
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quebrantamiento de doctrina jurisprudencial (artículo 429, incisos 1 y 5, del 
Código Procesal Penal). 
∞ Argumentó, específicamente, que se valoró indebidamente el análisis de 
descarte y pesaje de droga número ciento cinco diagonal dos mil dieciséis, pues 
no es una prueba química definitiva; que, por tanto, no puede declararse 
probado el favorecimiento al consumo ilegal de drogas; que el allanamiento fue 
ilícito; que la prueba testifical de cargo es contradictoria y, además, 
insuficiente.     
 
QUINTO . Que, cumplido el trámite de traslados a las partes recurridas, este 
Tribunal de Casación, por Ejecutoria Suprema de fojas sesenta y uno, de 
cuatro de julio de dos mil dieciocho, del cuadernillo formado en esta sede 
suprema, declaró bien concedido el citado recurso formulado por la defensa 
del encausado Olano Polo por el motivo de inobservancia de precepto 
constitucional.  
∞ El objeto del examen relevante se centró en la inobservancia de precepto 
constitucional, referido tanto a la presunción de inocencia cuanto, por 
extensión, al debido proceso, en función a la inutilización de prueba ilícita al  
realizarse –según la denuncia impugnativa– una entrada y registro 
inconstitucional; que, de otro lado, se habría valorado como prueba pericial lo 
que no es tal, de suerte que igualmente se inobservó la garantía de presunción 
de inocencia.  
∞ No se trata de un punto de doctrina jurisprudencial porque no aparece que las 
sentencias citadas en su amparo fueran vinculantes.  
 
SEXTO . Que instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día cuatro de setiembre de dos mil diecinueve, ésta se 
realizó con la concurrencia del abogado del encausado recurrente, doctor Jorge 
Luis Vásquez Limo, cuyo desarrollo consta en el acta correspondiente. 
 
SÉPTIMO . Que cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, 
de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 
por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan en la audiencia de la lectura de la 
sentencia programada el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO . Que la garantía de presunción de inocencia, entendida como regla 
de prueba, exige como dos de sus elementos que integran su contenido 
constitucionalmente garantizado –entre otros elementos debidamente 
reconocidos–, primero, que la declaración de culpabilidad se sustente en 
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verdadera prueba –prueba es lo que la ley dice que es prueba–; y, segundo, que 
en la actividad de obtención de la fuente de prueba y/o actuación del medio de 
prueba no se incurra en una ilicitud relevante o sin las debidas garantías 
procesales –inutilización de la prueba ilícita–. Normativamente tal definición 
está reconocida en el artículo II, apartado 1, del Título Preliminar del Código 
Procesal Penal. La presunción de inocencia, como se sabe, es un derecho 
reaccional del imputado –no precisado de un comportamiento activo por su 
titular– que abarca dos extremos fácticos: existencia real del hecho punible e 
intervención del imputado en su comisión; de suerte que nadie puede ser 
condenado sin pruebas de cargo válidas. 
∞ En el presente caso, por el ámbito del recurso de casación examinado, atento 
a las dos denuncias que realiza, solo corresponde realizar, lo que se denomina 
un “juicio sobre la prueba” –control de su legalidad–, no un “juicio de 
suficiencia” –existencia de pruebas inculpatorias concluyentes– y, menos, un 
“juicio sobre la razonabilidad de la motivación ” –exigencia de inferir 
razonablemente (sana crítica judicial) desde los medios de prueba válidos los 
hechos y la culpabilidad del imputado según el discurso del órgano 
jurisdiccional de mérito; es decir, si este discurso en que reside la valoración es 
homologable por su propia lógica y razonabilidad– (confróntese: Sentencia del 
Tribunal Supremo Español de treinta de julio de dos mil trece, que fija los tres 
controles que se pueden realizar a partir de esta garantía; y, STSE 25/2015, de 
tres de febrero, que concreta el control en esta materia y que no supone nueva 
valoración de la prueba). 
 
SEGUNDO. Que la primera denuncia casacional se refiere a que no existiría una 
verdadera prueba pericial que determine que los hallazgos realizados en la 
intervención policial correspondan a pasta básica de cocaína o cocaína. 
∞ El aporte pericial consiste: 1. En el análisis preliminar y pesaje de droga 
cuatrocientos setenta y dos diagonal dos mil dieciséis de fojas cincuenta y 
nueve (adherencias de cocaína en los billetes y monedas, así como en el taper). 
2. En el análisis preliminar y pesaje de droga quinientos setenta y cinco 
diagonal dos mil dieciséis de fojas sesenta (restos de cocaína en los cuatro 
cigarrillos ocupados). 3. Dictamen químico de drogas cuatrocientos setenta y 
dos diagonal dos mil dieciséis de fojas sesenta y uno, que ratificó el primer 
análisis pericial cuatrocientos setenta y dos diagonal dos mil dieciséis  y, 
además, concluyó que en la balanza ocupada constaba sustancia parduzca en 
diferentes partes de su  exterior, así como un billete y monedas con 
adherencias de pasta básica de cocaína. 4. Análisis de descarte y pesaje de 
droga ciento cinco diagonal dos mil dieciséis de fojas sesenta y tres, que arrojó 
positivo para pasta básica de cocaína con un peso neto de: cincuenta y tres 
punto doscientos treinta y nueve gramos, veintiséis punto seiscientos veintiséis 
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gramos y ciento cuarenta y siete punto seiscientos treinta y siete gramos, 
respectivamente. 
∞ El análisis de descarte y pesaje de droga ciento cinco diagonal dos mil 
dieciséis fue materia del examen pericial en el plenario, sede en que el perito 
químico Plasencia Rebaza reiteró el pesaje de lo ocupado y de que se trató de 
pasta básica de cocaína (el citado perito, en igual sentido, se pronunció 
respecto al dictamen químico de drogas cuatrocientos setenta y dos diagonal 
dos mil dieciséis). Así se precisó en los folios catorce y dieciséis de la  
sentencia de primera instancia; y, en la sentencia de vista se enfatizó que en el 
informe pericial aludido no se señaló que se trató de un análisis provisional 
(fundamento  jurídico sexto). 
∞ Debe quedar claro que la prueba pericial no aporta al proceso aspectos 
fácticos, sino criterios que auxilian al órgano jurisdiccional en la interpretación 
y valoración de los hechos. En el presente caso, lo que la información pericial 
aportó fue que las sustancias halladas –¡estos son los  hechos!– integran el 
corpus criminis del delito de tráfico ilícito de droga, que se trata de pasta básica 
de cocaína.  
 
TERCERO. Que, primer lugar, la valoración judicial debe realizarse sobre el 
íntegro de lo ocupado por la policía y, sin perjuicio de efectuarse un examen 
individual, debe formularse un examen conjunto de la prueba pericial y de las 
demás pruebas –personales y documentadas– (artículo 393, apartado 2, del 
Código Procesal Penal). En segundo lugar, consta en autos un dictamen 
pericial en forma –el cuatrocientos setenta y dos diagonal dos mil dieciséis–, 
que da cuenta que parte de lo ocupado y que corresponde a pasta básica de 
cocaína y, además, de bienes que denotan una actividad asociada a la 
comercialización de droga –por adherencias de cocaína–. En tercer lugar, 
como se trata de informes periciales institucionales –emitidos por expertos 
funcionarios que integran un organismo especializado de la Policía Nacional–, 
un perito designado por la institución policial, se presentó al juicio oral y se 
sometió a contradicción, ratificando en especial el contenido del análisis de 
descarte y pesaje de droga ciento cinco diagonal dos mil dieciséis. En cuarto 
lugar, cuando los peritos comparecen al juicio –que sería lo habitual, salvo el 
caso de informes periciales institucionales no observados que tienen un sentido 
mayormente documental–, el juez dispone de las ventajas de la inmediación 
para completar el contenido básico del dictamen con las precisiones que hagan 
los peritos ante las preguntas y repreguntas que las partes les dirijan, al punto 
que lo que depende de la inmediación no puede ser revisado en el recurso de 
casación –así: artículo del 425, apartado 2, Código Procesal Penal, que no solo 
ha de entenderse para el recurso de apelación, sino que extiende a todo recurso 
vertical (Sentencia del Tribunal Supremo Español de diecinueve de diciembre 
de dos mil dos)–. 
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CUARTO . Que, en consecuencia, se está ante un medio de prueba pericial 
(informe y ratificación plenarial) que puede estimarse completo. No se 
presentan defectos serios que impidan calificarlo, formalmente, de prueba 
pericial, y tampoco defectos internos que lo descalifiquen para formar  
convicción judicial sobre la realidad de la droga ocupada y su peso. 
∞ Este motivo de casación no puede prosperar y así se declara. 
 
QUINTO . Que la segunda denuncia casacional se circunscribe a la realización 
de una diligencia de allanamiento, registro y ulterior ocupación de bienes 
presuntamente delictivos, que se calificó de ilícita porque no medió flagrancia 
delictiva. En pureza, el primer acto de ingreso y registro del predio –según lo 
expuesto por el casacionista– fue inconstitucional y, por ende, el segundo acto, 
de ocupación de los bienes delictivos, por ser prueba derivada o indirecta, 
también será ilícita, y, por ende, ambos actos deben ser inutilizados o 
excluidos para formar la convicción judicial.  
 
SEXTO . Que, sobre este punto, es de rigor puntualizar: 1. El artículo 2, ordinal 
9, de la Constitución, al consagrar la inviolabilidad de domicilio como derecho 
fundamental, estipula, en lo pertinente que: “Nadie puede ingresar en él ni efectuar 
investigaciones o registros sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato 
judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración” –solo la existencia 
de una previa orden judicial o, en su defecto, la flagrancia delictiva autorizan 
la entrada y registro domiciliario: ese es su contenido constitucionalmente 
garantizado–. 2. El artículo 214, numeral 1, del Código Procesal Penal, en esta 
misma línea prescribe que el allanamiento y registro domiciliario pueden 
realizarse sin previo mandato judicial en los casos de flagrante delito o 
inminente peligro de su perpetración. 3. El efecto jurídico o sanción procesal 
frente al incumplimiento de estos preceptos (en pureza, autorizaciones)                      
–siempre debe procederse cuando se restrinja un derecho fundamental en 
estricto cumplimiento de la ley y ejecutarse con la debidas garantías para el 
afectado: artículo 202 del Código Procesal Penal– es la declaración de 
inutilización de la prueba obtenida por ese medio inconstitucional, como lo 
prevé el artículo 159 del Código Procesal Penal. 
∞ El punto esencial en materia de inviolabilidad domiciliaria es que constituye 
un auténtico derecho fundamental, establecido para garantizar el ámbito de 
privacidad de la persona dentro del espacio limitado que ella elige y que tiene 
que caracterizarse precisamente por quedar exento o inmune a las invasiones o 
agresiones exteriores de otras personas o de la autoridad pública (Sentencia del 
Tribunal Constitucional Español 22/1984, de diecisiete de febrero).  
∞ Asimismo, es claro que la flagrancia autoriza la entrada y registro de un 
domicilio –entendido en sentido constitucional, obviamente más amplio que el 
previsto en el Derecho civil, como da cuenta el artículo 214, apartado 1, del 
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Código Procesal Penal: “[…] casa habitación, casa de negocio, en sus dependencias 
cerradas, o en recintos  habitados temporalmente, y de cualquier otro lugar cerrado, […]”–. 
Ésta se predica del delito y autoriza la excepcional intervención policial 
respecto de ese delito, y no cualquier otra, salvo los casos de hallazgo casual o 
inevitable. Tal autorización, empero, es razonable en tanto y en cuanto exista 
aún tal situación (flagrancia delictiva) y la  necesidad y urgencia de la 
intervención policial en relación con el mismo. Habiendo cesado la situación 
de flagrancia delictiva, la posterior actuación policial excede del ámbito de 
injerencia autorizada por dicha flagrancia (confróntese: Sentencia del Tribunal 
Constitucional Español 22/2003, de diez de febrero). 
 
SÉPTIMO . Que en el presente caso, como es patente, no medió orden judicial 
previa de allanamiento, registro e incautación. Por consiguiente, debe 
examinarse si se está ante un supuesto de delito flagrante, que desde luego es 
lo opuesto a delito clandestino. Puede haber un concepto estricto de flagrancia 
delictiva, como uno extensivo que comprende la cuasi flagrancia y la 
flagrancia ficta. El artículo 259 del Código Procesal Penal tiene una definición 
legal o auténtica de flagrante delito, que comprende estos tres supuestos, 
aunque en los últimos supuestos (apartados 3 y 4) su delimitación es en 
extremo flexible o amplio. 
∞ Ahora bien, a los efectos de la diligencia de allanamiento y registro, atento 
al derecho fundamental en debate: inviolabilidad de domicilio, solo es posible 
concebirla en los casos de flagrancia estricta y de cuasi flagrancia, asociada 
esta última al momento en que se persigue al imputado sin solución de 
continuidad y se advierte su presencia en el predio donde estaba o de donde 
salía tras su fuga. 
∞ Así las cosas, debe entenderse que, a los fines de entrada y registro 
domiciliario, existirá flagrancia siempre que se cumplan dos notas sustantivas 
y dos notas adjetivas. En el primer caso, se requiere (i) inmediatez temporal                   
–la acción delictiva se está desarrollando o acabe de desarrollarse en el 
momento de su percepción o intervención– e  (ii) inmediatez corporal                        
–el delincuente se encuentre en el lugar del hecho en situación o en relación 
con aspectos del delito que proclamen su directa intervención en el mismo–. 
En el segundo caso, se necesita de (iii) percepción directa y efectiva del hecho 
por el efectivo policial –visto directamente o percibido de otro modo por 
material fotográfico o fílmico–, y de (iv) necesidad urgente de la intervención 
policial (Sentencia del Tribunal Supremo Español 472/1997, de catorce de 
abril). Es imperativo, entonces, que para la legalidad constitucional de la 
diligencia de allanamiento y registro se advierta la presencia del delincuente en 
el mismo teatro de los hechos cometiendo un delito o huyendo inmediatamente 
tras su comisión –formará parte del teatro de los hechos el domicilio allanado 
y registrado–, sin que a ello obste que se logre arrestarlo o que consiga fugar.  
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OCTAVO . Que, según los hechos declarados probados –no corresponde a la 
casación modificar la reconstrucción probatoria del hecho, sino advertir si ésta 
se realizó o no incurriéndose en algún vicio relevante por vulnerar las reglas de 
prueba–, la policía observó la presencia del imputado Olano Polo con motivo 
de un presunto pase de drogas, quien al percatarse de la intervención policial 
se dio a la fuga. Éste se encontraba en la reja de acceso del inmueble allanado, 
en el piso se encontraron cigarrillos usados que contenían cocaína básica                  
–signo inequívoco, en esas circunstancias, de una actividad vinculada a las 
drogas–, y, acto seguido, huyó subiéndose a los techos de ese inmueble y de 
otros contiguos. Luego, es patente que se dio una situación de flagrancia 
delictiva estricta, pues el reo estaba en el patio del predio cuestionado, de 
donde huyó. 
∞ El ingreso al domicilio en este marco inmediato no fue ilícito. Se produjo en 
un contexto de flagrancia delictiva y las actividades de averiguación 
inmediatamente realizadas, sin solución de continuidad, dieron cuenta de que 
ese domicilio era dedicado a la preparación de paquetes de droga para su 
comercialización. 
∞ No se incurrió en un supuesto de prueba ilícita. La intervención policial fue 
en flagrancia delictiva. Este motivo de casación debe desestimarse y así se 
declara. 
 
NOVENO. Que no integra la pretensión impugnativa el juicio de tipicidad ni el 
juicio de medición de la pena. En consecuencia, no cabe pronunciamiento 
alguno al respecto. 
 
DÉCIMO . Que, en vista, que no son de recibo los motivos de casación 
planteados por el imputado, corresponde imponerle el pago de las costas 
conforme a lo dispuesto por el artículo 504, apartado 2, del Código Procesal 
Penal. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO el recurso de casación por 
inobservancia de precepto constitucional interpuesto por el abogado del 
encausado MARCO ANTONIO OLANO POLO contra la sentencia de vista de fojas 
ciento sesenta y ocho, de veintiocho de marzo de dos mil dieciocho, que 
confirmando la sentencia de primera instancia de fojas cuarenta y dos, de doce 
de enero de dos mil dieciocho, lo condenó como autor del delito de tráfico 
ilícito de drogas con agravantes en agravio del Estado a quince años de pena 
privativa de libertad, ciento ochenta días multa e inhabilitación por seis años, 
así como al pago de cuatro mil soles por concepto de reparación civil; con lo 
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demás que al respecto contiene. II. En consecuencia, NO CASARON la 
referida sentencia de vista. III. DISPUSIERON  se remitan las actuaciones al 
Tribunal Superior para que se continúe con la ejecución procesal de la 
sentencia condenatoria por ante el órgano jurisdiccional competente.                          
IV. MANDARON  se publique la presente sentencia casatoria en la Página 
Web del Poder Judicial. Intervino el señor juez supremo Castañeda Espinoza 
por licencia del señor juez supremo Figueroa Navarro. HÁGASE saber a las 
partes procesales personadas en esta sede suprema.  
 

Ss. 
 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 

 
PRÍNCIPE TRUJILLO 
 

 
CASTAÑEDA ESPINOZA 
 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
 

  CHÁVEZ MELLA 
 

CSM/ast   

 

   

   

   


